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Cartagena de Indias D. T. y C,  

 

Señora: 

JUEZ QUINTA ADMINISTRATIVA DEL CIRCUITO DE CARTAGENA 

E.  S.  D. 

 

 

MEDIO DE CONTROL: REPARACION DIRECTA  

RADICACION:  13-001-33-33-005-2019-00085-00 

ACTOR:    NESTOR ANIBAL ARRIETA GUTIERREZ Y OTROS 

DEMANDADO:   NACION - MINDEFENSA –ARMADA NACIONAL-Y 

OTROS 

 

YELENA PATRICIA BLANCO NUÑEZ, abogada en ejercicio, 

identificada con la Cédula de Ciudadanía No. 1.050.035.403 de 

San Jacinto Bolívar y Tarjeta Profesional No. 194.901 del 

Consejo Superior de la Judicatura, en mi calidad de apoderado 

SUSTITUTA de la NACION – MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL – 

ARMADA NACIONAL, según poder que anexo, me permito contestar 

la demanda, en los siguientes términos: 

 

 

FRENTE A LAS PRETENSIONES 

 

Me opongo a las pretensiones al considerar que no fue la 

entidad que tomó la decisión de privar la libertad a los 

demandantes pues dicha función no recaía en esta, ello en 

atención a que el daño que dicen han sufrido tiene sus 

génesis en la privación de la libertad. Aunado a que el 

medio de control se encuentra caduco, pues contrario a lo 

afirmado por su señoría en el auto admisorio, no estamos en 

presencia de un daño continuado, pues no existe ni una sola 

prueba que acredite las supuestas amenazas a los actores, 

como tampoco son estas la causa adecuada del daño, nótese, 

que el togado demandante es enfático en argumentar que el 

daño se concreta en la privación injusta de la libertad de 

sus clientes, y los perjuicios los liquida con fundamento 

en los meses de privación de la libertad.  

 

 

Me opongo a la prosperidad de las pretensiones de la demanda 

porque no se establece de manera clara la relación de 

causalidad existente entre los accionantes y los hechos 

alegados, en relación con el actuar de mi defendida; teniendo 

en cuenta que no se prueban debidamente los supuestos daños 

causados a todos y cada uno  estos, ya que se observa 

claramente que los hechos alegados fueron consecuencia del 

HECHO DE UN TERCERO, pues no es del resorte de mi 

representada presentar acusación y proferir medidas de 

aseguramiento, lo cual constituye la fuente del daño, lo cual 

configura CAUSAL DE EXONERACIÓN DE RESPONSABILIDAD según lo 

ha reiterado la jurisprudencia del Consejo de Estado. 
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EXCEPCIONES 

 

CADUCIDAD                                                                                                                                        

 

Se tiene por establecido que la caducidad se configura cuando 

el plazo consagrado en la ley para instaurar algún tipo de 

acción, ha vencido. Es la sanción que determina la ley por el 

no ejercicio oportuno del derecho de acción, en tanto al 

exceder los plazos preclusivos para acudir a la jurisdicción, 

se ve limitado el derecho que le asiste a toda persona de 

solicitar que sea definido un conflicto por el aparato 

jurisdiccional del poder público. Las normas de caducidad 

tienen fundamento en la seguridad jurídica que debe imperar 

en todo ordenamiento, en el sentido de impedir que 

situaciones permanezcan en el tiempo, sin que sean definidas 

judicialmente. En otros términos, el legislador establece 

unos plazos razonables para que las personas, en ejercicio de 

una determinada acción y, con el fin de satisfacer una 

pretensión específica, acudan a la jurisdicción a efectos de 

que el respectivo litigio o controversia, sea resuelto con 

carácter definitivo por el juez competente1. 

 

El literal i, numeral 2 del artículo 164 de la Ley 1437 de 

2011 no modificó el término de caducidad establecido en el 

Código Contencioso Administrativo anterior como vemos así 

quedo actualmente establecido con la reforma:  

 

“Artículo 164. Oportunidad para presentar la demanda. La 

demanda deberá ser presentada:  

(…) 2. En los siguientes términos, so pena de que opere la 

caducidad:  

…i) Cuando se pretenda la reparación directa, la demanda 

deberá presentarse dentro del término de dos (2) años, 

contados a partir del día siguiente al de la ocurrencia de la 

acción u omisión causante del daño, o de cuando el demandante 

tuvo o debió tener conocimiento del mismo si fue en fecha 

posterior y siempre que pruebe la imposibilidad de haberlo 

conocido en la fecha de su ocurrencia.”  

 

Comoquiera que la investigación en contra el demandante 

culminó una vez se dictó a su favor preclusión de la 

investigación -23 de mayo 2004-, este tenía hasta el 24 de 

mayo de 2006 para impetrar la respectiva demanda de 

reparación directa y, comoquiera que esta fue presentada el 

26 de abril de 2019, la misma esta caduca, pues no se trata 

de un daño continuado, en atención a que la privación de su 

libertad fue hasta el año 2004, fecha a partir de la cual se 

activa el termino para ejercer el medio de control. 

 

Teniendo en cuenta lo anterior, me permito solicitar de 

manera respetuosa se declare que en el presente caso se 

configura la caducidad del medio de control. 

                                                             
1 11 DE AGOSTO DE 2010, CONSEJO DE ESTADO,  SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO,  SECCION 
TERCERA, CONSEJERO PONENTE: ENRIQUE GIL BOTERO, RADICACIÓN NÚMERO: 85001-23-31-000-1998-
00117-01(18826) 
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FALTA DE LEGITIMACION POR PASIVA DEL MINISTERIO DE DEFENSA 

NACIONAL 

 

Examinadas las normas que rigen las función de las fuerzas 

militares, encontramos que entre ellas no está la de acusar 

y/o formular acusación contra civiles, sino que la misma está 

en cabeza de la Fiscalía General de la Nación, y como quiera 

que lo que se discute es si la privación de la libertad del 

actor constituye un daño antijurídico y por ello reparable, 

no es mi defendida la llamada a responder por la reparación, 

puesto que no tuvo injerencia en el supuesto daño por no 

haber proferido medida alguna, por no ser de su competencia.  

 

De conformidad con el artículo 217 de la Carta Política “La 

Nación tendrá para su defensa unas fuerzas militares 

permanentes constituidas por Ejercito, la Armada y la Fuerza 

Aérea.  

Las Fuerzas Militares tendrán como finalidad primordial la 

defensa de la soberanía, la independencia, la integridad del 

territorio nacional y del orden constitucional” 

No es el la Infantería de Marina el llamado a investigar y 

juzgar las conductas punibles, su función es la defensa de la 

soberanía del territorio nacional.  

 

HECHO DE UN TERCERO 

 

Al demostrarse que la entidad demandada no es responsable de 

la conducta asumida por un tercero que no tiene ninguna 

relación con la entidad, por tanto, un elemento de ruptura 

del nexo causal en el caso que nos ocupa.  

 

Teniendo en cuenta lo anterior, no surge del análisis de los 

hechos alguna intervención de mi representada para poder 

predicar su responsabilidad por los perjuicios causados a los 

demandantes bajo ningún régimen de responsabilidad. 

 

 

FALTA DE LOS ELEMENTOS NECESARIOS DE IMPUTACION 

 

En el proceso, no hay elementos de juicio suficientes que 

conduzcan inequívocamente a establecer la responsabilidad de 

la entidad demandada. 

 

Y LA INNOMINADA:  

 

Interpongo esta excepción frente a toda situación de hecho 

y/o derecho que resulte probada en el presente proceso y que 

beneficie los intereses de la entidad que represento. 
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Solicito el reconocimiento oficioso, en la sentencia, de los 

hechos que resulten probados y que contribuyan una excepción 

de fondo.  

 

Las demás que considere el despacho. 

 

 

EN CUANTO A LOS HECHOS: 

 

El Código General del Proceso establece: 

 

Artículo 82. Requisitos de la demanda. 

Salvo disposición en contrario, la demanda con que se 

promueva todo proceso deberá reunir los siguientes 

requisitos:  

 

(…) 

5. Los hechos que le sirven de fundamento a las pretensiones, 

debidamente determinados, clasificados y numerados.  

 

El C.P.A.C.A, en el mismo sentido expone: 

 

Artículo 162. Contenido de la demanda.  

Toda demanda deberá dirigirse a quien sea competente y 

contendrá:  

(…) 

3. Los hechos y omisiones que sirvan de fundamento a las 

pretensiones, debidamente determinados, clasificados y 

numerados. 

 

 

En cuanto a los hechos generales de la demanda, es de anotar, 

que la entidad siempre ha dado cumplimiento a los fines 

estatales, y a los casos particulares que por sus 

circunstancias demandan una atención especial, siendo que 

para este caso no se ha demostrado la supuesta injerencia de 

mi representada, ni siquiera en la captura del accionante, y 

mucho menos en las supuestas amenazas que dice ha sufrido. 

 

Respecto al proceso penal en sí, no es mi resorte afirmarlo o 

negarlo, por ser hechos ajenos a mi representada. 

 

 

 

ARGUMENTOS JURIDICOS DE LA DEFENSA 

 

El artículo 90 de la Constitución Política, establece que: 

 

Artículo. 90-. El Estado responderá patrimonialmente por los 

daños antijurídicos que le sean imputables, causados por la 

acción o la omisión de las autoridades públicas.  

 

En el evento de ser condenado el Estado a la reparación 

patrimonial de uno de tales daños, que haya sido consecuencia 
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de la conducta dolosa o gravemente culposa de un agente suyo, 

aquél deberá repetir contra éste. 

  

La Ley 270 de 1967 señala: 

 

“ARTÍCULO 65. DE LA RESPONSABILIDAD DEL ESTADO. El Estado 

responderá patrimonialmente por los daños antijurídicos que 

le sean imputables, causados por la acción o la omisión de 

sus agentes judiciales. “En los términos del inciso anterior 

el Estado responderá por el defectuoso funcionamiento de la 

administración de justicia, por el error jurisdiccional y por 

la privación injusta de la libertad. “(…)  

 

“ARTÍCULO 68. PRIVACION INJUSTA DE LA LIBERTAD. Quien haya 

sido privado injustamente de la libertad podrá demandar al 

Estado reparación de perjuicios”.  

 

En principio la responsabilidad por privación injusta de la 

libertad derribaba del error judicial, como consecuencia de 

la violación del deber que tiene el juez de proferir sus 

sentencias conforme a derecho, previa valoración, seria y 

razonada de las pruebas del caso, más tarde, en sentencia del 

17 de noviembre de 1995, la Sección Tercera del Consejo de 

Estado, con ponencia del Dr. CARLOS BETANCOUR JARAMILLO, 

dijo:  

 

“.... Cuando no se trate de los casos expresamente 

previstos en el artículo 414 del Código de 

Procedimiento Penal, la responsabilidad estatal no se 

deducirá, entonces, en forma automática de la sola 

revocatoria de la detención preventiva impuesta, pues 

como también lo ha dicho la Sala, cuando no haya nada 

que evidencie la ilegalidad de la retención y existan 

motivos que lo justifiquen, ella es una carga que deben 

soportar los ciudadanos...” 

Es decir, que cuando medien indicios serios contra una 

persona sindicada de haber cometido el delito, la 

investigación es una carga que todas las personas deben 

soportar por igual, de manera que la absolución final no 

indica que hubo algo indebido en la detención. 

 

Luego pasamos a la responsabilidad objetiva, en estos 

eventos, la jurisprudencia del H. Consejo de estado establece 

que cuando una persona privada de la libertad es absuelta 

porque el hecho investigado no existió, o porque éste no era 

constitutivo de delito, o éste no lo cometió, o la libertad 

del sindicado se produce en aplicación del principio del in 

dubio pro reo, o por preclusión de la investigación por 

demostrarse alguna causal de exoneración de responsabilidad 

penal, se configura un evento de detención injusta; fuera de 

estos casos el demandante debe acreditar el error 

jurisdiccional derivado del carácter “injusto” e 
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“injustificado” de la detención, lo cual implica que no esté 

incurso en las causales excluyentes de responsabilidad como 

el hecho de un tercero, o para el caso la culpa exclusiva de 

la víctima, de conformidad con lo previsto en el artículo 70 

de la Ley 270 de 1996 . 

 

No se puede mal entender la jurisprudencia del H. consejo de 

Estado y afirmar que la privación de la libertad y la 

ausencia de una condena, son elementos suficientes para 

deprecar la responsabilidad estatal, sino que tal como lo 

expuso la H.  Corte Constitucional en la sentencia C-037 de 

1996, entenderlo así, es permitir que en todos los casos en 

que una persona fuese privada de su libertad y considerase en 

forma subjetiva, aún de mala fe, que su detención es injusta, 

procedería en forma automática la reparación de los 

perjuicios, con grave lesión para el patrimonio del Estado, 

que es el común de todos los asociados. Por el contrario, la 

aplicabilidad de la norma examinada por esa corporación y la 

consecuente declaración de la responsabilidad estatal a 

propósito de la administración de justicia, debe contemplarse 

dentro de los parámetros fijados y teniendo siempre en 

consideración el análisis razonable y proporcionado de las 

circunstancias en que se ha producido la detención. 

 

Así las cosas, tteniendo en cuenta lo afirmado por la Corte 

Constitucional en sentencias C-037 de 1996 y SU-072 de 2018 

estimo que el estudio de responsabilidad en los casos de 

privación injusta de la libertad debe hacerse desde la 

comprobación de la existencia del daño, esto es, debe estar 

probada la privación de la libertad del accionante; y luego 

analizar la legalidad de la medida de privación de la 

libertad, en el entendido de verificar si la misma se ajustó 

o no a los parámetros dados por el ordenamiento 

constitucional y legal para decretar la restricción de la 

libertad, tanto en sus motivos de derecho como de hecho, y es 

aquí donde se determina que entidad generó el daño, lo que 

para el caso no puede ser mi representada, dado que no es de 

su órbita emitir las medida de privación de la libertad; por 

último, y de  no probarse la existencia de una falla en el 

servicio, la responsabilidad se analiza bajo un régimen 

objetivo de daño especial. 

  

Aparte de lo anterior, en todos los casos, debe realizarse el 

análisis de la culpa de la víctima como causal excluyente de 

responsabilidad.  

 

CARGA DE LA PRUEBA (ART. 167 CGP). 

 

El inciso primero del artículo 167 del C.G.P señala que 

“Incumbe a las partes probar el supuesto de hecho de las 

normas que consagran el efecto jurídico que ellas persiguen.” 

(…).  

 

Dicha preceptiva consagra la regla subjetiva de la carga de 

la prueba, acogida y aplicada en nuestra legislación, según 
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la cual las partes están llamadas a aportar las pruebas que 

sustenten sus pretensiones, so pena de que las mismas sean 

desestimadas. Así lo enseña el profesor Hernando Devis 

Echandía2: 

 

“Pero, simultánea e indirectamente, dicha regla determina qué 

hechos debe probar cada parte para no resultar perjudicada 

cuando el juez la aplique (a falta también de prueba aportada 

oficiosamente o por la parte contraria, dada la comunidad de 

la prueba, que estudiamos en el núm. 31, punto 4), puesto 

que, conforme a ella, la decisión debe ser adversa a quien 

debería suministrarla, y, por tanto, le interesa aducirla 

para evitar consecuencias desfavorables.” (…) Subrayas fuera 

de texto. 

 

Esta carga procesal, implica la responsabilidad de las partes 

por su conducta durante el proceso, tendiente a allegar la 

prueba de los hechos que la benefician y a controvertir la de 

aquellos que han sido acreditados por el contrario y que 

pueden perjudicarla; en este orden de ideas, puede decirse 

que a las partes le es dable colocarse en una total o parcial 

inactividad probatoria por su propia cuenta y riesgo. 

 

 

En conclusión, ante la escases probatoria que rodea el sub 

judice, en cuanto a las supuestas amenazas emitidas por la 

entidad que represento, será carga de la parte actora 

acreditarla, lo cual no hará por cuanto se ha obrado conforme 

al ordenamiento jurídico, lo que a loa postre carece de 

relevancia, pues el daño se deriva es de la privación injusta 

de la libertad del demandante. 

 

  

De conformidad con los argumentos jurídicos expuestos 

anteriormente comedidamente solicito a la señora Juez se 

nieguen las pretensiones de la demanda. 

 

PRUEBAS: 

 

 

DOCUMENTALES A SOLICITAR: 

 

Ruego se tenga como prueba el Oficio No. 188 del 8 de mayo de 

2020, emanado del Comandante de la Primera Brigada de 

Infantería de Marina, que da cuante del actuar conforme a 

derecho de mi prohijada.  

 

 

DOMICILIO  Y  NOTIFICACIONES 

 

La parte demandada, Nación – Ministerio de Defensa Nacional – 

Ejercito Nacional –Armada Nacional y su representante legal, 

                                                             
2DEVIS ECHANDÍA, Hernando. Teoría General de la Prueba Judicial, Tomo I. Bogotá: Editorial Temis, Quinta Edición, 2006. 
p.405, 406. 
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tienen su domicilio en Bogotá, en la avenida el Dorado 

Carrera 52 CAN EDIFICIO DEL MINISTERO DE DEFENSA. Correo 

electrónico de la entidad:  

 

notificaciones.cartagena@mindefensa.gov.co.  

 

El suscrito apoderado tiene su domicilio en esta ciudad, 

Oficina del Grupo Contencioso Constitucional del Mindefensa, 

ubicada en la Base Naval ARC Bolívar, Coliseo Segundo Piso, 

situada en la entrada al barrio Bocagrande de Cartagena, 

donde recibiré notificaciones o en la secretaria de su 

Despacho.  

 

ANEXOS 

 

a) Lo relacionado en el acápite de pruebas. 
b) Poder otorgado para el asunto y sus anexos. 
c) Resolución No. 8615 del 24 de Diciembre de 2012 y 3200 

del 31 de julio de 2009. 

 

Cordialmente, 

 
YELENA PATRICIA BLANCO NUÑEZ 

mailto:@mindefensa.gov.co




M}NISTERIO  D'E, DEFENSA NACIONAL

ffleFtu+d y Ofdsn

ACTA DE POSESlÓN FUNCIONARIOS

ACTA DE POSESION No.
8`071-18 8 de üc{u'bre de 20i8

En  la  Ó¡udad  de  Bogo{á  D,C.,  §é  présentó  al  DESPAC#O  DE£ ,SECREr##;O  GENÉRA1  ¿Ej,  ¡a  .Doctor-a
SÓNIA CLEMENCIA iuR¡BE  R'¢DR¡GUE+Z, ic¡er!tificada con  cédula de  C¡udada`n¡a  No.  37..829*709,  con  e!  f¡n
de tomar posesÍ.ón del empleo DIRECT.OR DEL .SECTOR BEFENSA`,   Cód¡go 1-?Í   Qrado 18,   d`e l.aePLÁNTA
GLOBAL,  de  empleados  públicaS+ de  la  D¡reQSión  de  Asunto§.  Lega¡es  de  la  Unidad  de  '¬e§t'[Q~p  Qeneraí  de¡
M¡`n'Í§terio de Defensa Naóional, én el cua! füe ENCARGÁDA, mediante Résoluc¡Ón No. 7095 de 2018'.

Prestó el jurámento orden,ado pQ`r,cel-áriiculo 122 de la Con§t¡tución Pd¡{iCa.

Man¡festói  bajo la gravedad  de }uramen±o!  no estar incursa en caus`al a!guna +de ¡nhabi!¡da¢.gen,era¡ o espeéiálr
de`¡nc.Qmpatib,¡l¡dad o prohibíción de las es{ab¡ecidas por los decretós 2400 de 1968,195.O de  1973i íey 734 de
2002 y demás d¡sposicione§ vige`ntes pa_ra e.¡ desempeñQ de emp¡eos púb'icos`

En cump!¡miento a ¡o d¡spuesto pór el artículo  141  del deéret'9 '2150 de '1995,. §o'o se. ex¡ge la Présehtáción de
'a .cédu`la de® ciudada-n{a.

§ecretario General (E)

2.22 GT-MDNSGDAGTH~FOOlflí
Vigente a pari¡r dg|16 dé Agbslo de 2013



CERT¡FICAC!ON, NÓ, 0095-18

-_`:                           -_-                                ---

LA SU§CR[TA,COORD[NADOR`A  DEL éRuPO-BE TALENTO HuMANO 'DE LA
uMDÁÉ GEsTiÓÑ GENÉRAL DEL ritN[sTEF±[o DE'DEFENsA .

CERTIFICA:

Que  revisacl'a  !a  hoja. de  vida  d.e+ S'ONIA  CLEMENC¡A  URIBE. RÓDRiGUEZ,  ' ¡dent¡fic-ada.
cQn  !a  .cédüla  de  ciudada.nía  NÜ*  37.829.709,  quien  laborá  en +el  Ministeri`o  de  Defen§a,
Nácio~ná¡~'uni¢ad de Gestión General¡   en la actua'idad se   desempeñ`a 'como D!RECTüR.
DEL S'E`CTO.R DEFENSA   Código 1-3   Grado 18 {ENCÁRGADA), ,cle la +D]FtECC]ÓN DE
ASUNTOS LEGALES, én !a p'anta de emp!eados públicoS.,

La  prese`nte  ínformaci`ón fu+e  rat¡ficada  con  los so'portes fí§¡Qos y  magnét¡cos' q.ue  reposan
eri el archi-vo de `Hojas de Vida y en eI Sis'tema`de .lnformac¡ón y ádm¡nistrac¡Ón de¡ Ta'ento+
Humaho-S'ATH.

Se exp¡de en Bogotá 'a 'os 26 .días de] .mes,dé Octubre dé¡' 2018,

INES DEL ROCIO HURTÁñÓ B`U!T`RAGÓ
Coürd¡-nacíora Grupo Talento Humano

Noía: El l¡emp© d© servltic,
esiÓ¬ ¢¬ínÉS§`se dárá en

ELABoRÓ.' ssüNiorqT
Subo{lc¡?l  Grupp
Carreía 5¿ No. 26«
LvL%L¥`±'uj¡níiSLÉffi`ggffi
Tw¡tter. @mindefe,,is-a
Facebo'ók: MrndefénsaCo'o-mbía

''Yo`útube: M¡tidefe'ngaColo,t`b¡a

S,#ofifieenCgóünenntOaZa?sf%ancatemdesnt{tceaasPefis¢3£#%=geetil'o#dVtiagn:deOntePSEa`pP®e®nsS:O§kacdúeú!#Ón ri¬ Pam prima de ant©üstad,   La c¬ri,ficad6n de

DO NESTOF¬



REPÚBLICA DE COLOMBIA.

MINISTERIO DE DEFENSÁ NACION`ÁL

RESOLuCIóN   NúMERO   7 8  § 5`   bE  2018
t    8.3Ü6T2018)

Por ¡a cua{ se` encarga cie ¡as Fünciones del  bespaQho de ía D¡r¬cc¡ón d`e`A5untos+ Legale5,  a  una
funcionaría c!el M¡n'¡sterio-de-Defensa  Naciona! ~ Un¡dad de Gestión General

EL M"IsTkÓ DE DEFEri5A NÁcIÓNAL

En   éj-er¿¡c¡o de ¡a§ facü]tades-cóns[ituc¡c,nal?5 y legale5;` eri éspecia1`_la's confer¡das en e}'I¡teral5 6+1'de ¡a
Ley #89 de 1998, en toncordan`cia con` el artículo 34 dd becr¬tü i'95o`.de ig.73, 53`del Decreto Ó91 dg

"2007, y

CONSIDERANDO

Que-  ÉÓr   neces¡dade`§`  dd   serv¡¬'!Ó,   se   requ¡ere   encar§ar  de  ]as` ``rintión'e§   dei   Despacho   c¡e   {a
D¡'rección'   de'   Asunt'Ó's   Legal.e.S;   :a    la    doctora   ASD30.    SOÑIA' `CLE_MENCm   URIBE>   ñODRIGuEZ
idén+tíñca`da con  cé¢uía  de cíuc¡adánía  No'.  37`829,.709,. a  part¡r de 'la fecha  y  ha5ta `que .el ;titular del
¬arg'o  reaéumla  sus fL¡nciones+.,  -

QQé. é} aftí=ulo 53 del DÉc.retg Le-y O91 de a2007 prevé: ``fVCX#GC}3. -¿of`fgrw'dpr£5 É¢Ptii'ci¢S ca`é/JeG¢r|'befénsá, `pert£riézcárÍ-ri no'a/  SÉtema  Espec¡al de Carrera. de`l SettDr`.Dáñirísa,' ptJdrári,  'hiéd¡ame a¬tr,

admínfstraWo, ser er!.Ga.rgadoi pare désemPEñar trapsitoriament¬ un empleQ a.pará fea¡izar acflv¡d.ades
relác¡ÓftaYüF§ Vdír¬¿ta  Q '`¡-nd¡¡ecémen±e  coñ  ¡a  -Mks¡ó-rl  y  las  atr¡buci.c,nes ``del  sector ci  que ~t¬pgan  pc,r
finaÍ'idad  é¡`désémpeñd de  responsab¡l¡dades  díferentés a  ¡as-que hab¡tualiTien±¿  le éñriesbonde'¡i+an  al`
fun¬io'rf_ai¡b erí desarro¡{o de`sus Fur!c¡cjngs."

Que e*¡steí'b¡sponibilidad  éresüpuestal para  el reconoc¢imiento,de' ericaí¡go,  segün  Ceft¡fiéa¬ióri_.Nd,.131
del  27 d¬.septiembre dE 20`18J exp.ed¡da` por la Jefe 'del área de Presupües[o del Grüpp F¡nancL£ro de la
D¡re-cc`ión Adriiin¡strat'iva,

Que por lo antef¡brhe-h{e exSLÍ'e5ió,

RESUELVE

ARTÍCuLO 1.        +Enéargar,  a  la-,ASb30.  SONIAr CLEMENC'I`A  u-RIBE  RüDRIGUEZ,  'iqen!i,fiéág_á
con  céd.u'a  de  ciudadanía  Nó.  37.829.70g,  de  la§  fun£¡'Ónés  de¡  +e.mp'eÓ  DIRECTOR  DEL  SEGT®R
DEFEN_SA,  COD{GO  1-3,  GRADO  18  de  la  Dirección  de ASur,to-s  Legá}es| ~  Uñidad'de Gést¡ón Genera-l
del  mhistef¡D' dé-Defensa  Nac¡onal,  a  partir de ia  fe¿ha y'haSta  q'ue' el t¡tular'`del cargo-'reasuma sus
func¡one5.

ARTÍCuLO 2.       La ÁSD30,  SONIA CLEMEN'C-IA uRI-BE RODRI¿Lj'E-Z, tend`rá' dere+ch`d a` perc`ib¡r
ia   as¡gnac\¡ón   bás¡ca  del   empléo   Directór 'de!  .Secto+  Defen5a,'  CÓc}¡go   1-3,   Grado   18,   c!urante   el
tiempo que dure ¬! encargQ.

ARTÍCULO 3.       Cóñiuni¬árá través` dél <GrpE,Ó -de Talernto  Humano  de  ía  DÍrecc¡Ón  Admiri¡strativa
del  M¡n¡stér¡o de Défensá CNaciónaJ -un¡dad de :Gestió'n Genera¡, ¬¡  preser,te Acto Admi.n¡strat¡vo`

ARTÍCuL,O 4|       La  pr?sente re5o¡ución  r¡gé a paítir d¬ laÚ_fe¬há de 5Ü e¥p`ed¡éTón y surte~e'fectos a
partií dei\ térm¡no esta`blec¡do er,  el artiJculo pr¡mero.

g:dMaueNnÍQB:5:tEáiYD:ÚcT,PLASE      o  3  ocT  2018

EL MIN'StRO 'DE'DE'FhÉÑ§Á+ NAÓlÓNAL

VÓ+.  BÜ. S=creEa,iÓ
Vo:  8o.  B¡.recto-ra Ad-rn'ñ{sÜ'a,iva`   '
vo: ÓÓ`i Cc¬Ídiüdoíe Grüj,o Ta¡z3niü i iümaño
-~  .` -L.,&.  .,-_  -".*_...l_ r.*_-__.L



REPÚBLICA DE COLOMBIA 

MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL 

RESOLUCIÓN NÚMERO 8 6  5 	DE 2012 

(  24  DIC. 2012 

Por la cual se delegan, asignan y coordinan funciones y competencias relacionadas con la 
actividad de defensa judicial en los procesos en que sea parte la Nación - Ministerio de 

Defensa Nacional. 

EL MINISTRO DE DEFENSA NACIONAL 

En uso de sus facultades constitucionales y legales y en particular las conferidas por el 
artículo 211 de la Constitución Política, los artículos 9 de la Ley 489 de 1998, 8 numeral 2 del 
Decreto 1512 de 2000, 1 del Decreto 049 de 2003, 2 numeral 8 del Decreto 3123 de 2007, 2 
numeral 8 del Decreto 4890 de 2011, 23 de la Ley 446 de 1998, artículos 159 y 160 de la ley 
1437 de 2011 y 64 del Código de Procedimiento Civil, y 

CONSIDERANDO: 

Que según lo previsto en el artículo 211 de la Constitución Política, la ley señalará las 
funciones que el Presidente de la República podrá delegar en los ministros, directores de 
departamentos administrativos, representantes legales de entidades descentralizadas, 
superintendentes, gobernadores, alcaldes y agencias del Estado que la misma ley determine. 
Igualmente, fijará las condiciones para que las autoridades administrativas puedan delegar en 
sus subalternos o en otras autoridades. 

Que en virtud de la norma en cita la delegación exime de responsabilidad al delegante, la cual 
corresponderá exclusivamente al delegatario, cuyos actos o resoluciones podrá siempre 
reformar o revocar aquel reasumiendo la responsabilidad consiguiente. 

Que de conformidad con lo consagrado en el artículo 9 de la Ley 489 de 1998, las autoridades 
administrativas, en virtud de lo dispuesto en la Constitución Política y de conformidad con la 
citada Ley, "están habilitadas para transferir el ejercicio de funciones y la atención y decisión 
de los asuntos a ellas confiados por la ley, mediante acto de delegación, a los empleados 
públicos de los niveles directivo y asesor vinculados al organismo correspondiente, con el 
propósito de dar desarrollo a los principios de la función administrativa enunciados en el 
artículo 209 de la Constitución Política y en la ley". 

Que de acuerdo a lo previsto en el artículo 6 de la Ley 489 de 1998, las autoridades 
administrativas deben garantizar la armonía en el ejercicio de sus respectivas funciones con el 
fin de lograr los fines y cometidos estatales y prestar su colaboración a las demás entidades 
para facilitar el cumplimiento de sus funciones, procurándose en el desarrollo de la función 
pública, de manera prioritaria, dar aplicación a los principios de coordinación y colaboración 
entre las autoridades administrativas y entre los organismos del respectivo sector. 

Que de conformidad con lo previsto en el artículo 23 de la Ley 446 de 1998 cuando en un 
proceso ante cualquier jurisdicción intervengan entidades públicas, el auto admisorio de la 
demanda se debe notificar personalmente al Representante Legal de la Entidad Pública o a 
quien éste haya delegado la facultad de recibir notificaciones. 
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Que teniendo en cuenta la clase, volumen y naturaleza de los procesos en que es parte la 
Nación - Ministerio de Defensa, se hace necesario delegar la facultad de notificarse y 
constituir apoderados, en algunos servidores públicos, en orden a garantizar el cumplimiento 
de los principios de eficacia, moralidad, economía y celeridad en la gestión litigiosa. 

Que el artículo 159 de la ley 1437 de 2011, establece: 

"CAPACIDAD Y REPRESENTACIÓN. Las entidades públicas, los particulares 
que cumplen funciones públicas y los demás sujetos de derecho que de acuerdo 
con la ley tengan capacidad para comparecer al proceso, podrán obrar como 
demandantes, demandados o intervinientes en los procesos contencioso 
administrativos, por medio de sus representantes, debidamente acreditados. 

La entidad, órgano u organismo estatal estará representada, para efectos 
judiciales, por el Ministro, Director de Departamento Administrativo, 
Superintendente, Registrador Nacional del Estado Civil, Procurador General de la 
Nación, Contralor General de la República o Fiscal General de la Nación o por la 
persona de mayor jerarquía en la entidad que expidió el acto o produjo el hecho. 

El Presidente del Senado representa a la Nación en cuanto se relacione con la 
Rama Legislativa; y el Director Ejecutivo de Administración Judicial la representa 
en cuanto se relacione con la Rama Judicial, salvo si se trata de procesos en los 
que deba ser parte la Fiscalía General de la Nación. 

En los procesos sobre impuestos, tasas o contribuciones, la representación de las 
entidades públicas la tendrán el Director General de Impuestos y Aduanas 
Nacionales en lo de su competencia, o el funcionario que expidió el acto. 

En materia contractual, la representación la ejercerá el servidor público de mayor 
jerarquía de las dependencias a que se refiere el literal b), del numeral 1 del 
artículo 2 de la Ley 80 de 1993, o la ley que la modifique o sustituya. Cuando el 
contrato o acto haya sido suscrito directamente por el Presidente de la República 
en nombre de la Nación, la representación de esta se ejercerá por el Director del 
Departamento Administrativo de la Presidencia de la República. 

Las entidades y órganos que conforman el sector central de las administraciones 
del nivel territorial están representadas por el respectivo gobernador o alcalde 
distrital o municipal. En los procesos originados en la actividad de los órganos de 
control del nivel territorial, la representación judicial corresponderá al respectivo 
personero o contralor." 

Adicionalmente al artículo 160 de la ley 1437 de 2011, nos indica: 

"DERECHO DE POSTULACIÓN. Quienes comparezcan al proceso deberán 
hacerlo por conducto de abogado inscrito, excepto en los casos en que la ley 
permita su intervención directa. 

Los abogados vinculados a las entidades públicas pueden representarlas en los 
procesos contenciosos administrativos mediante poder otorgado en la forma 
ordinaria, o mediante delegación general o particular efectuada en acto 
administrativo". 
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Que de conformidad con el inciso primero del artículo 64 del Código de Procedimiento Civil, la 
Nación y demás Entidades de Derecho Público, podrán constituir apoderados especiales para 
atender los procesos en que sean parte, siempre que sus representantes administrativos lo 
consideren conveniente por razón de distancia, importancia del negocio u otras circunstancias 
análogas. 

RESUELVE 

CAPITULO PRIMERO 

DELEGACIONES AL INTERIOR DEL MINISTERIO DE DEFENSA — GESTIÓN GENERAL 

ARTÍCULO 1. Delegar en el Director de Asuntos Legales del Ministerio de Defensa Nacional 
las siguientes funciones: 

1. Notificarse de las demandas, atenderlas directamente y constituir apoderados en los 
procesos contencioso administrativos que cursen contra la Nación - Ministerio de Defensa 
Nacional, ante el Honorable Consejo de Estado, Tribunales Contencioso Administrativos y 
Juzgados Contencioso Administrativos, así como en los procesos que se adelanten ante la 
Corte Constitucional por demandas de inconstitucionalidad. 

2. Notificarse de las acciones de Tutela, de Cumplimento, Populares o de Grupo, 
pudiendo contestar, rendir informes, constituir apoderados en dichas acciones e impugnar los 
fallos por si o por intermedio de apoderado, así como presentarlas en nombre de la entidad 
como accionante o demandante. 

3. Notificarse de las demandas, atenderlas directamente o designar apoderados dentro de 
los procesos que cursen en los Juzgados Civiles, Penales y Laborales de todo el territorio 
nacional en contra de la Nación - Ministerio de .Defensa Nacional. 

4. Constituirse en parte civil o designar apoderados para que lo hagan, en los términos y 
para los efectos del artículo 36 de la Ley 190 de 1995. 

5. Para efectos de la Ley 1066 de 2006 y demás normas concordantes, otorgar poderes a 
funcionarios abogados del Ministerio de Defensa Nacional según lo requieran las necesidades 
del servicio, para los trámites tendientes a la recuperación de la cartera por cobro coactivo, o 
realizarlas directamente, así como asignar funciones de Secretario a un empleado de la 
misma entidad, con el fin de apoyar con las funciones administrativas. 

6. Notificarse y designar apoderados en las querellas policivas y administrativas que cursen 
ante el Ministerio de Protección Social e Inspecciones de Policía o atenderlas directamente. 

7. Designar apoderados con el fin de iniciar cualquier tipo de acción en las jurisdicciones 
contencioso administrativo, ordinaria y policiva o iniciarlas directamente. 

8. Notificarse y designar apoderados para atender e iniciar las actuaciones administrativas 
que se surtan o deban surtirse ante las entidades de la Administración Pública del orden 
Nacional, Departamental, Municipal o Distrital o hacerlo directamente o ante cualquier 
particular que ejerza funciones públicas, así como de las ofertas de compra de inmuebles que 
le presenten a la entidad. 

9. Notificarse y designar apoderados, así como adelantar todos los trámites administrativos 
inherentes a las actuaciones ambientales o atenderlo directamente. 
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ARTÍCULO 2. Delegar la función de notificarse de las demandas y constituir apoderados en 
los procesos contencioso administrativos, acciones de Tutela, Populares, de Grupo y de 
Cumplimiento que cursen contra la Nación - Ministerio de Defensa Nacional ante los 
Tribunales y Juzgados, en los Comandantes de las Unidades Operativas y Tácticas de las 
Fuerzas Militares que se indican a continuación. 

Ciudad 	de 
ubicación 	del 
Despacho Judicial Departamento 	Delegatario 
Contencioso 
Administrativo 
Medellín ntioquia 	 Comandante Cuarta Brigada 

lArauca 
Barranquilla 	tlántico 

Comandante Brigada Dieciocho 
Comandante Segunda Brigada 

rauca 

Barrancabermeja Santander del Sur 
Comandante Batallón de Artillería de Defensa Aérea 
No.2 Nueva Granada 

Cartagena 	Bolívar Comandante Fuerza Naval del Caribe 

Tunja 	 Boyacá Comandante Primera Brigada 

Buenaventura alle del Cauca 
Comandante Brigada Fluvial de Infantería de Marina 
No.2. 

Buga alle del Cauca 
Comandante Batallón de Artillería No.3 Batalla de 
Palace. 

Manizales 	Caldas 

Florencia 	Caquetá 

Comandante Batallón de Infantería No. 22 
"Ayacucho" 
Comandante Décima Segunda Brigada del Ejercito 
Nacional 

Popayán 	Cauca 

Montería 	Córdoba 

Comandante Batallón de Infantería No.7 "José Hilario 
López" 
Comandante Décima Primera Brigada del Ejército 
Nacional 

Yopal 	 Casanare 
Comandante Décima Sexta Brigada del Ejército 
Nacional 

Valledupar 	Cesar Comandante Batallón de Artillería No. 2 " La Popa 

Quibdo 	 Choco 
Comandante Batallón de Infantería No. 12 "Alfonso 
Manosalva Flores" 

Riohacha 	Riohacha 

Huila 	 Neiva 

Comandante Batallón de Infantería Mecanizado No. 6 
"Cartagena" 
Comandante Novena Brigada del Ejército Nacional 

Leticia mazonas 
Comandante Brigada de Selva No.26 del Ejército 
Nacional. 

Santa Marta 	Magdalena 

Villavicencio 	Meta 

Comandante Primera División del Ejército Nacional. 
Jefe Estado Mayor de la Cuarta División 

Mocoa 	 Putumayo omandante Brigada No.27 del Ejército Nacional 

Cúcuta 	 Norte de Santander 

Pasto 	 Nariño 

omandante Grupo de Caballería Mecanizado No. 5 
'General Hermógenes Maza" 
Comandante Batallón de Infantería No. 9 "Batalla de 
Boyacá" 

Norte de Santander 
Comandante Batallón de Infantería No.13 García 
Rovira. 
Comandante Octava Brigada del Ejército Nacional. Quindío JA

Pamplona 

rmenia 
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Pereira Risaralda 	iComandante Batallón de Artillería No. 8 "San Mateo" 

San Gil Santander 
Comandante Batallón de Artillería No.5 Capitán José 
Antonio Galán. 

Bucaramanga Santander Comandante Segunda División del Ejército Nacional. 

San Andrés San Andrés 
Comandante Comando Específico San Andrés 
y Providencia 

Santa 	Rosa 	de 
Viterbo 

Boyacá Comandante Primera Brigada del Ejército Nacional. 

Sincelejo Sucre Comandante Primera Brigada de Infantería de Marina 

Ibagué Tolima Comandante Sexta Brigada del Ejercito Nacional 

Turbo Antioquía 
Comandante Batallón Fluvial de Infantería de Marina 
No 20. 

Cali Valle del Cauca 
Comandante Tercera División del Ejercito Nacional 

ipaquira- 
Facatativá-Girardot 

Cundinamarca 
Director 	de 	Asuntos 	Legales 	del 	Ministerio 	de 
Defensa Nacional 

PARÁGRAFO. Podrá igualmente el Director de Asuntos Legales del Ministerio de Defensa 
Nacional, constituir apoderados en todos los procesos que cursen ante los Tribunales y 
Juzgados Contencioso Administrativos del territorio nacional. 

ARTÍCULO 3. Los delegatarios relacionados en el artículo 2 de la presente Resolución, 
contaran para el ejercicio de la función delegada con los profesionales abogados de la 
Dirección de Asuntos Legales de este Ministerio. 

Por su parte, los delegatarios brindaran apoyo a los abogados designados por la Dirección de 
Asuntos Legales para el cumplimiento de las funciones litigiosas a ellos asignadas, 
especialmente en la consecución de pruebas requeridas por las instancias judiciales al interior 
de los procesos. 

PARÁGRAFO. En aquellas Jurisdicciones en donde no se cuente con funcionario de la 
Dirección de Asuntos Legales, se deberá prestar por parte del delegatario apoyo al apoderado 
encargado de esa instancia judicial con la designación de un funcionario de su Unidad para 
que realice el seguimiento a los procesos judiciales que se sigan en contra del Ministerio de 
Defensa Nacional. Para el efecto se harán las coordinaciones pertinentes. 

CAPITULO SEGUNDO 

DELEGACIONES EN OTRAS DEPENDENCIAS DEL MINISTERIO DE DEFENSA 

ARTÍCULO 4. Delegar en el Superintendente de Vigilancia y Seguridad Privada las siguientes 
funciones: 

1. La facultad de representar a la Nación - Ministerio de Defensa Nacional - Superintendencia 
de Vigilancia y Seguridad Privada en los procesos contencioso administrativos que se surtan 
ante las diferentes instancias judiciales, así como en los procesos que se adelanten ante la 
Corte Constitucional por demandas de inconstitucionalidad contra normas de su competencia. 
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En desarrollo de esta facultad el Superintendente de Vigilancia y Seguridad Privada podrá 
recibir notificaciones y constituir apoderados. 

2. La facultad para notificarse de las acciones de Tutela, Populares, de Grupo y de 
Cumplimento, pudiendo rendir informes, constituir apoderados en dichas acciones e impugnar 
los fallos por si o por intermedio de apoderado. 

3. La facultad para representar a la Nación - Ministerio de Defensa Nacional -
Superintendencia de Vigilancia y Seguridad Privada en los procesos por cobro coactivo para 
hacer efectivos los créditos exigibles a favor de la Superintendencia y la facultad para 
constituir apoderados para hacer exigibles dichos créditos en todo el territorio nacional, para 
efectos de la Ley 1066 de 2006 y demás normas concordantes. 

4. La facultad para representar a la Nación Ministerio de Defensa en los procesos ordinarios 
que contra la Superintendencia de Vigilancia y Seguridad Privada cursen en los estrados 
judiciales. 

5. La facultad para representar a la Nación Ministerio de Defensa — Superintendencia de 
Vigilancia y Seguridad Privada, en los procesos penales. 

ARTÍCULO 5. Delegar en el Director General de Sanidad Militar y Directores de Sanidad de 
las diferentes Fuerzas y Policía Nacional, en los Jefes de las Oficinas de Prestaciones 
Sociales del Ministerio de Defensa Nacional, del Ejército Nacional, de la Fuerza Aérea 
Colombiana, de la Armada Nacional y de la Policía Nacional, o quien haga sus veces y en los 
Jefes o Directores de Personal o Desarrollo Humano o quien haga sus veces en el Ministerio 
de Defensa Nacional, el Ejército Nacional, la Fuerza Aérea Colombiana, la Armada Nacional y 
la Policía Nacional  ,  la facultad de notificarse de las acciones de Tutela, pudiendo contestar, 
rendir informes e impugnar los fallos por sí o por intermedio de apoderado. 

En desarrollo de esta delegación se remitirá a la Dirección de Asuntos Legales del Ministerio 
de Defensa Nacional, trimestralmente, la siguiente información: 

1. Corporación judicial que atendió la tutela. 
2. Accionante 
3. Causa de la Acción 
4. Resumen del fallo. 
5. Decisión de Impugnación, si ha hubiere. 

CAPITULO TERCERO 

DISPOSICIONES COMUNES 

ARTÍCULO 6. CONDICIONES PARA EL EJERCICIO DE LA DELEGACIÓN 

Las delegaciones efectuadas a través de la presente resolución, serán ejercidas por los 
funcionarios delegatarios conforme a las siguientes condiciones: 

1. La delegación es una decisión discrecional del delegante y su cumplimiento es vinculante 
para el delegatario. 
2. El ejercicio de las competencias que por medio de la presente resolución se delegan, está 
sujeto a la observancia plena de los requisitos y parámetros relacionados con la actividad 
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litigiosa de las Entidades Públicas establecidas en la ley, manuales y políticas del Ministerio 
de Defensa Nacional. 
3. Cuando lo estime conveniente, el Ministro de Defensa Nacional podrá reasumir en todo 
caso y en cualquier momento, total o parcialmente, las competencias delegadas por medio del 
presente acto. 
4. La delegación establecida en el artículo 3 de esta Resolución no comprende la facultad a 
motu proprio, o a través de apoderado de conciliar, transar o utilizar cualquier otro 
mecanismo alternativo de solución de conflictos en nombre de la Nación — Ministerio de 
Defensa Nacional. 
5. Las facultades delegadas mediante la presente Resolución son indelegables. 
6. La delegación eximirá de toda responsabilidad al delegante, y será asumida plenamente y 
de manera exclusiva por el delegatario, sin perjuicio de que en virtud de lo dispuesto en el 
artículo 211 de la Constitución Política el delegante pueda en cualquier tiempo reasumir la 
competencia, revisar y revocar los actos expedidos por el delegatario, con sujeción a lo 
dispuesto en el Código Contencioso Administrativo. 
7. El delegatario deberá observar estrictamente las disposiciones legales y reglamentarias que 
regulen el ejercicio de la delegación y es responsable de las decisiones que tome en ejercicio 
de la misma. 
8. El delegatario deberá desempeñarse dentro del marco de actividades establecido en este 
acto de delegación. 
9. El delegatario deberá atender oportunamente los requerimientos sobre el ejercicio de la 
delegación, hechos por delegante. 
10. El delegatario deberá cumplir las orientaciones generales dadas por el delegante. 
11. El delegatario facilitará la revisión de sus decisiones por el delegante. 
12. Los servidores públicos que ejerzan la defensa judicial, deberán dar estricto cumplimiento 
a lo dispuesto en el artículo 45 del Decreto 111 de 1996. 
13. En virtud del principio de continuidad de la administración y de la presunción de legalidad 
de los actos administrativos, el simple cambio de funcionario delegante y/o delegatario no 
extingue los efectos del acto de delegación. De ahí que, en caso de supresión de cargos o de 
cambio de denominación de los mismos, las delegaciones se entenderán efectuadas en 
aquellos que se han citado en el presente acto administrativo para la delegación de 
competencias, hasta tanto se expida un nuevo acto administrativo que las reasigne. 
14. Las responsabilidades y consecuencias de la presente delegación, se rigen por las normas 
legales aplicables, y en particular por los artículos 9 y siguientes de la Ley 489 de 1998. 
15. Este acto tiene fuerza ejecutoria mientras no sea revocado, suspendido, modificado, 
derogado o anulado por autoridad competente. 

ARTÍCULO 7. COMPROMISO ANTICORRUPCIÓN DE LOS FUNCIONARIOS 
INVOLUCRADOS EN LA GESTIÓN DE REPRESENTACIÓN, APODERAMIENTO Y 
DEFENSA JUDICIAL. 

Los funcionarios del Ministerio de Defensa Nacional, que tengan como función la actividad 
litigiosa ante las diferentes Jurisdicciones, deberán suscribir un compromiso anticorrupción 
que reposará en su folio de vida, en el que se exprese explícitamente su voluntad de abogar 
por la transparencia en los procesos litigiosos y la responsabilidad de rendir informes de su 
actuación, compromiso a través del cual, asumirán como mínimo los siguientes: 

No ofrecer ni dar prebenda ni ninguna otra forma de contraprestación a ningún funcionario 
público. 

No propiciar que nadie, bien sea empleado de la entidad o familiar ofrezca o dé prebendas o 
contraprestación a ningún funcionario de la entidad a su nombre; 



2  4  DIC. 2012 
RESOLUCIÓN NÚMERO  .8  6 1 5 	, DE 2012 	HOJA No 8 

Continuación de la Resolución "Por la cual se delegan, asignan y coordinan funciones y 
competencias relacionadas con la actividad de defensa judicial en los procesos en que sea parte la 
Nación - Ministerio de Defensa Nacional.". 

No recibir directa o indirectamente prebendas ni ninguna otra forma de contraprestación o 
beneficio a ningún interesado en los procesos que realiza para el cumplimiento de las 
funciones a su cargo, ni para retardar el ejercicio de dichas funciones. 

No realizar conductas que atenten contra la seguridad del personal y de las instalaciones, así 
como de los intereses de la institución o que pongan a la entidad en desventaja frente a otras 
personas naturales o jurídicas. 

Informar al inmediato superior de las conductas que se detecten relacionadas con falta de 
transparencia en el ejercicio del cargo, por parte de los funcionarios responsables del litigio. 

No realizar acuerdos ni utilizar los mecanismos alternativos de solución de conflictos sin el 
previo análisis y aprobación del Comité de Conciliación y Defensa Judicial de la Entidad. 

Asumir y reconocer expresamente, las consecuencias que se deriven del incumplimiento del 
compromiso anticorrupción precedente o de cualquiera otra de sus obligaciones legales 
asociadas a las gestiones propias de la actividad litigiosa a su cargo, ante las diferentes 
autoridades encargadas de llevar a cabo las correspondientes investigaciones. 

ARTÍCULO 8. INFORME SEMESTRAL. El Superintendente de Vigilancia y Seguridad 
Privada, deberá remitir semestralmente un informe de la actividad realizada en virtud de esta 
Delegación al señor Ministro de Defensa Nacional para su seguimiento y control. 

Los funcionarios encargados de la actividad litigiosa del Ministerio de Defensa Nacional, 
deberán rendir informe semestral de las actuaciones y del estado de los procesos a los 
delegatarios con copia a la Secretaría General de este Ministerio. 

PARÁGRAFO: El informe semestral que rindan los delegatarios indicados en este artículo y 
los apoderados a los delegatarios, constituirá uno de los mecanismos para efectuar el 
seguimiento y control de la función delegada en este acto administrativo. 

ARTÍCULO 9. EMPALME EN CASO DE CAMBIO DE MANDO. Cuando haya cambios de los 
funcionarios designados como delegatarios a través de la presente Resolución, éstos deberán 
preparar un informe de situación y ejecución de las funciones asignadas a su cargo, dejando 
constancia de la información y documentación entregada al nuevo funcionario que ejercerá las 
funciones o la competencia respectiva, cuya copia será remitida a la Dirección de Asuntos 
Legales del Ministerio de Defensa Nacional, para su control y seguimiento. 

ARTÍCULO 10. VIGENCIA Y DEROGATORIA. La presente Resolución rige a partir de la 
fecha de su publicación y deroga las normas que le sean contrarias, en especial la Resolución 
No. 3530 de 2007. 

PUBLÍQUESE Y CÚMPLASE, 
2 4 DIC. 2012 

Dada en Bogotá, D.C. 

EL MINISTRO DE DEFENSA NACIONAL 41111 

DARLOS PINZÓN BUENO/ 


















